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           PEREIRA – RISARALDA

            SALA CIVIL – FAMILIA

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA CIVIL – FAMILIA

Magistrado Ponente:
Fernán Camilo Valencia López
Pereira, veintisiete de julio de dos mil nueve
Acta  Nº 338.
A las diez y treinta minutos de la mañana del día de hoy, hora y fecha señaladas para celebrar la audiencia de que trata el artículo 434-3 del Código de Procedimiento Civil, en este proceso verbal de divorcio de matrimonio católico promovido por Celina de Jesús Jiménez Bravo en contra de Luis Alberto Loaiza Saldarriaga, los Magistrados Fernán Camilo Valencia López, Claudia María Arcila Ríos y Gonzalo Flórez Moreno que integran esta Sala Civil - Familia del Tribunal, en asocio de la Secretaria de la misma, declaran abierto el acto público.  Como la etapa de alegaciones transcurre en silencio ante la ausencia de los representantes judiciales de las partes, se procede a resolver de mérito el grado jurisdiccional de consulta ordenado respecto de la sentencia que el pasado 4 de junio profirió el Juzgado de Familia de Dosquebradas, de acuerdo con el proyecto de sentencia presentado por el Magistrado Ponente que fue discutido y aprobado en sesión de que da cuenta el acta de la referencia.
ANTECEDENTES

En demanda presentada el 4 de noviembre de 2008 solicitó la actora por medio de apoderado judicial decretar el divorcio del matrimonio católico que contrajo con el demandado, la disolución de la sociedad conyugal; ordenar la inscripción del fallo en el “correspondiente folio de registro civil de matrimonio”; declarar que “los cónyuges tendrán sus residencias separadas”, no “tendrán obligaciones alimentarias con sus hijas (sic) por ser mayores de edad y capaces” y que cada uno “sufragara… sus gastos personales”. 
Como fundamento de estas pretensiones se expuso que las partes se casaron por el ritual canónico en esta ciudad el 12 de junio de 1971 en la Parroquia La Santísima Trinidad; que de dicha unión nacieron Sandra Yulieth y Jorge Johny Loaiza Jiménez, ambos mayores de edad; que desde el 20 de julio de 2001 el demandado “sin motivo valedero salió de su hogar con rumbo desconocido y desde entonces no ha regresado, ni ha vuelto a tener relaciones de ninguna naturaleza con su esposa”.
El libelo se admitió el 21 de noviembre de 2008. Mediante providencia de 1 de diciembre pasado se dispuso el emplazamiento del demandado con sujeción a lo previsto por el artículo 318 del Código de Procedimiento Civil.  Como el citado no atendió el llamamiento edictal se le designó curador ad-litem que aceptó los hechos probados documentalmente y dijo, no constarle los demás ni oponerse a la pretensión divorcista y sus consecuentes declaraciones, “siempre y cuando se demuestre la causal en la cual se fundamenta la demanda”.
En la audiencia ordenada por el artículo 430 ibídem que se celebró a continuación se ordenaron y practicaron las pruebas pedidas en la demanda, excepto los testimonios de María de J. Martínez y “Jorge Jhoany (sic) Loaiza”, y otra que se dispuso de oficio; se agotó la etapa de alegaciones y en la fecha referida al inicio de esta providencia se dictó sentencia estimatoria de las súplicas de la demanda luego de que por parte del a-quo se expresara que “la prueba testimonial y el interrogatorio de parte hacen concluir al despacho que efectivamente los esposos CELINA DE JESÚS JIMÉNEZ y LUÍS ALBERTO LOAIZA SALDARRIAGA se encuentran separados de hecho desde hace más de dos años”.

Como en estos términos la decisión resultó adversa al demandado, quien estuvo ausente del proceso y representado por curador ad litem, se ordenó su consulta, la que ahora, desprovisto el proceso de vicios que pudieren invalidarlo total o parcialmente, se resuelve con apoyo en estas

CONSIDERACIONES

Primeramente se advierte que Celina de Jesús Jiménez Bravo y Luis Alberto Loaiza Saldarriaga, por su condición de cónyuges entre sí, calidad que acredita el registro civil de matrimonio que obra a folio 4 del cuaderno principal, están legitimados para enfrentarse en un proceso de esta naturaleza.  Y como los presupuestos procesales se advierten reunidos y no se avizora la presencia de nulidad que pudiera invalidar la actuación, procede resolver de mérito como se anunció.

En verdad, los testimonios rendidos por Sandra Yulieth Loaiza Jiménez
, Rosalina Jiménez Bravo y María Gilma Castañeda Carvajal son suficientes para dar probado el distanciamiento conyugal por lapso superior al bienio
. Ellas son hija, hermana, y vecina de la demandante la última “desde hace 30 años”, nexos que según dan cuenta les han permitido enterarse en forma personal de que el señor Luis Alberto Loaiza Saldarriaga, hace más de dos años se ausentó del domicilio que compartía con su esposa y desde ese entonces no se ha presentado reconciliación de la vida en común de los cónyuges, pues al parecer y según le dijo el mismo accionado a su hija Sandra Yulieth, cuatro años atrás; vive con otra señora y tiene tres hijos.

Se concluye, entonces, que la parte demandante ha satisfecho la carga probatoria que le incumbía, pues la prueba testimonial que aportó; proveniente de personas que han tenido conocimiento directo de la situación que han venido a respaldar y no se advierten parcializadas o mentirosas; conduce a la certeza de que se estructuró la causal de separación objetiva que se invocó, de acuerdo con las reglas de la sana critica
.  Si a la anterior deducción se agrega el indicio que se colige de la ausencia procesal del demandado, que no respondió al emplazamiento que se le efectuó, no existe inconveniente para admitir que la mencionada causal efectivamente se demostró y con base en ella procedía el decreto de divorcio.

En consecuencia de lo anterior, ha de confirmarse el fallo objeto de la consulta, con excepción de la autorización de residencia separada para los cónyuges, que es una medida opcional que puede adoptar el juez al momento de admitir la demanda o antes si hubiere urgencia, pero no extremo a decidir en el fallo que dirima el litigio, según los términos del artículo 444 del Código de Procedimiento Civil, además de ser cuestión inútil toda vez que el divorcio implica de por sí el cese para los cónyuges de la obligación de vivir juntos pero, sobre todo cuando en este caso la causal invocada es precisamente la separación de hecho por más de un bienio, que lleva implícito que tenían residencias separadas, motivo por el cual habrá de revocarse el aparte de la decisión que así lo dispuso.  
No aparecen causadas costas en el trámite del grado jurisdiccional. 

A mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Civil – Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,  CONFIRMA  la sentencia dictada el 4 de junio de 2009 en este proceso por el Juzgado de Familia de Dosquebradas, con excepción del ordinal tercero, en cuanto dispuso la residencia separada de los cónyuges, que SE REVOCA.

Sin costas.

La decisión se notifica en estrados, y como no es otro el objeto de la diligencia, la audiencia se declara cerrada y la presente acta es leída, aprobada y firmada por los que en ella intervinieron.

Los Magistrados,

Fernán Camilo Valencia López

Claudia María Arcila Ríos

Gonzalo Flórez Moreno

La Secretaria,

María Clemencia Correa Martínez







�Al respecto manifestó que hace mas o menos treinta años, luego del nacimiento de su hermano menor, su papá se fue de la casa, que “venía cada tres (sic) y volvía y se iba, como un particular de la calle… él se quedaba en la casa, se quedaba al lado de nosotros, y se quedaba si mucho una hora”, incluso explicó que supo que su progenitor estaba en Vichada porque tuvo un accidente “y para ese accidente tuve que ir yo allá, porque era una de las hijas, tuve que ir a firmar para que el doctor le hiciera la operación. Él estaba viviendo en vichada, allá tuvo el accidente y lo mandaron para Villavicencio y allí fui yo, me dijo que vivía en Vichada con una señora y que tenía tres hijos”. Cfr., fs 27-29 c, 1.


� Rosalina Jiménez Bravo, hermana de la accionante, también da cuenta sobre la temprana separación de los esposos pero que fue a partir del año 2001 cuando no se volvió a tener noticia del señor Loaiza Saldarriaga y, María Gilma Castañeda Carvajal quien conoce a las partes en el proceso y ha conocido los hechos en razón de su vecindad con la demandante expresó que “ellos se separaron hace mucho tiempo, el hombre se fue, como que consiguió una mujer y se fue a vivir a Villa Santana, pero él estaba viniendo semanalmente a maderiarla (sic) y volvía y se iba y así fue durante todo ese tiempo, que él en el 2001 se fue del todo”. Cfr., fs 29-31. c 1.


� “Las reglas de la sana crítica son, ante todo, las reglas del correcto entendimiento humano. En ellas interfieren las reglas de la lógica, con las reglas de la experiencia del juez. Unas y otras contribuyen de igual manera a que el magistrado pueda analizar la prueba (ya sea de testigos, peritos, de inspección judicial, de confesión en los casos en que no es lisa y llana) con arregla a la sana razón y a un conocimiento experimental de las cosas.


El juez que debe decidir con arreglo a la sana crítica, no es libre de razonar a voluntad, discrecionalmente, arbitrariamente. Esta manera de actuar no sería sana crítica, sino libre convicción. La sana crítica es la unión de la lógica y de la experiencia, sin excesivas abstracciones de orden intelectual, pero también sin olvidar esos preceptos que los filósofos llaman de higiene mental, tendientes a asegurar el más certero y eficaz razonamiento.” Corte Constitucional, sentencia C-202 de 2005. M.P. Dr. Jaime Araújo Rentería.
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